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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Roque Arregui. 


MIEMBROS: Señores Representantes Rodolfo Caram, Samuel Bradford, Walter De León, Juan Manuel 
Garino Gruss y Sebastián Sabini. 


ASISTE: Señora Representante Martha Montaner. 


INVITADOS: Delegación de docentes básicos agrarios integrada por la docente Josefina Pessano y los 
docentes Charve Patetta y Haroldo Vivian. 


Señor Director de Educación maestro Luis Garibaldi. 


SEÑOR PRESIDENTE (Arregui).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Nos informan que la delegación de FENAPES, que había solicitado ser recibida, no se hará presente. La 
audiencia había sido solicitada para considerar un tema presupuestal y, aunque no es la Comisión específica, 


se aceptó el pedido. 


A la hora 10 y 30 recibiremos a los docentes básicos agrarios de UTU y a la hora 11 concurrirá el Director 
Nacional de Educación, maestro Luis Garibaldi, para referirse a la situación del Instituto Universitario de 
Punta del Este. 


Quiero informarles acerca de las averiguaciones que hice sobre la particular situación edilicia de las Escuelas 
Nos. 29 y 30, del Cerro, que condiciona el funcionamiento de estos centros, cuyos alumnos y docentes 
debieron trasladarse a otros locales, con todas las dificultades que ello implica. Habíamos quedado 
encargados de hablar con el Director General del Consejo de Educación Inicial y Primaria, maestro Oscar 
Gómez, y con el Presidente del CODICEN, doctor José Seoane, para saber en qué estaban trabajando, cuáles 
eran las expectativas en este tema y qué se podía hacer para acelerar la solución. Ya ha transcurrido algún 
tiempo desde que mantuve la entrevista con el maestro Oscar Gómez, pero les informo que iban a hablar con 
la Base Naval, que está al lado del Dique Nacional, para que los distintos grupos pudieran funcionar en ese 
lugar físico. Con ese fin, ofrecerían ómnibus a los maestros para que pudieran trabajar en forma conjunta. Él 
pensaba que allí habría capacidad suficiente como para albergar a todos los grupos, que estaban 
desparramados en el barrio. Habían conseguido que la empresa CUTCSA colaborara poniendo a disposición 
algunos ómnibus y cobrando solo el combustible. 


Según se nos expresó en aquel momento, la expectativa es que el problema quede resuelto en el mes de 
octubre, lo que implicaría que se hicieran todos los trabajos necesarios en el edificio escolar para que no 
hubiese ningún desprendimiento de revoque ni de ningún tipo de material que pudiesen afectar o representar 
un riesgo para los alumnos y para los docentes. Esto permitiría que pudieran volver al lugar y que después se 
evaluara qué obra de fondo habría que realizar. Esto fue lo que nos informó el maestro Oscar Gómez. 


Después, en la entrevista que mantuve con el Presidente del CODICEN, doctor José Seoane, se me informó 
que estuvieron colaborando con recursos humanos. Oscar Gómez nos señaló que había puesto todo el 
personal obrero que depende de Primaria, pero que no contaba con más gente, porque es el mismo equipo que 
resuelve los problemas urgentes de saneamiento en Montevideo. El CODICEN iba a proporcionar tres 
arquitectos y no sé si algo más. 


El Presidente del CODICEN nos dijo que la posibilidad de hacer una licitación para una restauración o 
refacción total dependía del informe que hicieran los técnicos sobre el local. 


Hechas todas estas averiguaciones, nos comunicamos con los padres, a efectos de informarles sobre lo 
actuado. 


También quiero ponerlos al tanto de que, como se prevé la realización de una obra de fondo, para no 
atravesar de nuevo por la situación actual, en la que cada grupo funciona en un local distinto, a nivel de 
Primaria se está considerando la alternativa en la que habían pensado los padres, que consiste en recurrir a un 
local de la obra del Padre Martín. A esos efectos, luego de que los alumnos retornaran en forma provisoria a 
las escuelas y mientras se hicieran los llamados a licitación en el caso de que correspondiese, se contaría con 
el tiempo necesario para hacer todos los arreglos pertinentes en la construcción que hay en dicha obra. Esto 
es lo que estuvimos tratando con las dos autoridades de la Enseñanza. 


SEÑOR CARAM.-- Quisiera saber si el edificio de las Escuelas Nos. 29 y 30 es patrimonio histórico. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No sabría decirlo con precisión, pero en ese caso se complejizaría la situación, 
porque las obras a realizar no podrían apartarse de determinada estructura. 


SEÑOR CARAM.- Yo escuché decir que el edificio era patrimonio histórico, y si es así se complicaría 
muchísimo la situación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Efectivamente, pero muchas veces la gente dice que es patrimonio histórico 
porque se trata de un edificio muy antiguo; otras veces sí hay una declaración concreta. La cuestión es 
que si fuera patrimonio histórico la situación sería más compleja, porque habría que conservar muchos 
elementos de la estructura. 


Hay otro tema pendiente: la designación de la Escuela de Música de Fray Bentos con el nombre de Alfredo 
Zitarrosa. Al respecto hay dos proyectos de ley: uno presentado por la señora Diputada Cáceres y por el señor 
Diputado Vega Llanes y otro que ya tiene media sanción de la Cámara de Senadores. Recuerdo que cuando 
conversamos este tema en Comisión se trató de lograr que se concretara en el menor tiempo posible, para lo 
cual se me encomendó la tarea de hablar en el Senado a efectos de acelerar el proceso, pues ya había habido 
algún avance. Ahora tenemos estas dos iniciativas. Sugiero que aprobemos la que viene de la Cámara de 
Senadores, porque ya tiene media sanción y, si la Cámara de Diputados la aceptara, ya se terminaría el 
trámite. La idea es que se anexe la otra iniciativa y que quien haga el informe se encargue de transmitir que 
había dos proyectos de ley en este sentido, que a los dos se les asigna la misma importancia, pero que se optó 
por el que venía del Senado a efectos de agilitar el trámite. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto proveniente del Senado. 
(Se vota) 
——— Cinco por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


Corresponde designar al miembro informante. 
SEÑOR CARAM-- Me ofrezco para hacer el informe. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar. 


(Se vota) 
——— Cinco por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
(Ingresa a Sala una delegación de docentes básicos agrarios de UTU) 


——— La Comisión de Educación y Cultura tiene el gusto de recibir a una delegación de docentes básicos 
agrarios de UTU, integrada por la docente Josefina Pessano y por los docentes Charve Patetta y Haroldo 
Vivian. 


SEÑOR PATETTA.- En nombre de nuestros compañeros queremos agradecer la deferencia que tienen 
en recibirnos. 


Estamos representando a un número para nosotros importante de compañeros somos doscientos trece 
abocados a la enseñanza agraria. 


Entiendo que los tiempos son tiranos a esta altura del año, por lo que no sé si pudieron apreciar el material 
que enviamos por correo electrónico, pero hicimos un resumen en el documento que les hemos entregado 
ahora. 


Evidentemente, como docentes básicos dependemos de la Universidad del Trabajo del Uruguay, UTU. 
Nuestras escuelas están diseminadas por todo el país, formando en varios rubros. En realidad, hace tiempo 
que venimos conversando de manera aislada recién ahora empezamos a juntarnos un poco acerca de las 
carencias y de cómo veíamos perder un poder adquisitivo para nosotros significativamente importante con 
respecto al resto de los docentes de los distintos subsistemas y del propio sistema de UTU. Tanto es así que 
en este resumen aparecen puntuaciones que detallan las podemos explicitar cómo se ven afectados nuestros 
roles. También hay información extraída de la página oficial de ANEP y CODICEN. 


A modo de ejemplo, podemos dar números y decir que estamos en funciones el doble de tiempo, con una 
gran masificación de tareas, y recibimos la mitad de remuneración. 


Diímos un paso anterior a este, que fue concurrir a la Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda 
de la Cámara de Diputados, a sugerencia de un legislador. Tenemos una reunión agendada con la homóloga 
del Senado y, a sugerencia del señor Diputado De León, nos pareció bueno elaborar este material para 
interiorizarlos un poco acerca de qué es lo que hace un docente agrario. Esto lo habíamos conversado en un 


mano a mano y se nos dijo que era bueno armar un material para que aquellos miembros que legislan en la 
educación conozcan tal vez alguno de ustedes lo sepa que hay una educación que tiene otras características. 


SEÑOR VIVIAN.- Soy docente básico. Trabajo en la Escuela Agraria en Alternancia de Montes. 


Hay distintos tipos de escuelas agrarias. Las alternancias son Ciclo Básico y hay otras de técnicas. En la 
nuestra el docente está prácticamente todo el día, porque el niño está internado. Nosotros trabajamos con 
adolescentes solo del medio rural, que vivan del medio rural, sean hijos de peones, capataces o también de 
patrones; en eso no hay ningún inconveniente. Es una tarea que insume mucho tiempo. Por ejemplo, ayer no 
fue la cocinera y me tocó cocinar a mí, y lo hice. Somos los docentes básicos quienes empujamos y llevamos 
adelante la Escuela. Los demás docentes vienen, dan su clase, colaboran en todo, pero después cada uno va a 
otro liceo o a otra escuela a dar clase. No hay nadie, como los docentes básicos, que tenga el paquete dentro 
de la Escuela. Por un lado, tener el paquete es una ventaja pero, a su vez, ganamos mucho menos que 
cualquier docente. Son claras las diferencias que tenemos con los demás docentes. Inclusive, no ganamos 
igual que un docente de Secundaria. Esto no es una crítica ni nada por el estilo; simplemente es un 
comentario para que vayan ubicando cuál es el rol de los docentes básicos dentro de la UTU. No somos una 
gran cantidad, pero somos los puntales que siempre están en la Escuela. 


SEÑOR CARAM-- Quiero agradecer la visita de la delegación. 


Me parece importante hablar de este tema, que conozco bien porque dejé de ser docente básico de UTU para 
venir a ocupar el cargo de Diputado. Valoro y pondero mucho la tarea docente y el trabajo específico que 
cumple cada uno de los docentes básicos. Creo que realmente es hora de equilibrar o de compensar esta tarea 
que, evidentemente, refiere a una cuestión salarial. 


El docente básico necesita por un montón de temas y, hasta si se quiere, por una cuestión de autoestima, de 
valoración propia y de un reconocimiento institucional y de la sociedad hacia lo que es el desempeño del 
docente básico en la UTU ser equiparado salarialmente con los otros docentes. 


Para resumir groseramente el tema, la diferencia salarial se genera en que un docente básico cobra veinte 
horas de docencia directa y veinte horas por docencia indirecta, y eso que se califica como docencia indirecta 
se paga de una forma paupérrima. Un profesor escalafonado, que concurre a un centro educativo, que no 
tiene el compromiso y que muchas veces no tiene la camiseta puesta como lo tiene el que está allí el día 
entero, hace no sé cuántos años, y que deja parte de su vida en cada una de esas escuelas, gana el doble. No 
es una crítica; lo único que decimos es que, precisamente, lo que está mal es que el que se queda laburando el 
día entero, once meses por año, gane casi la mitad de lo que gana el otro. Valoramos por igual las actividades, 
las virtudes y las condiciones, pero lo que precisamente queremos, en realidad, es levantar el sueldo a los 
docentes básicos, porque se lo merecen y porque es injusto que la gente que más se dedica sea la que tiene 
menos salario. 


En un momento se decía que el docente básico tenía asegurado todo el año y todos los años. 


Entonces, había que pagar derecho de piso porque como el docente básico siempre tenía las 40 horas 
aseguradas, debía sacrificar 20 horas de su trabajo en definitiva, eso era el peaje por tener seguras las otras, y 
el escalafonado podía elegir, por ejemplo, un paquete de 24 o 40 horas, o tal vez en algún año le tocara elegir 
mucho menos, con la pérdida salarial que ello implica. 


Desde mi punto de vista ese es uno de los caminos que debe recorrer la educación. Es muy bueno para el 
sistema educativo saber que en cada comunidad educativa existen tales o cuales referentes que, precisamente, 
son las figuras y roles de los docentes básicos. De acuerdo con las actuales circunstancias del mundo esto lo 
digo con todo respeto, vendría a ser como aquel viejo maestro de las escuelas rurales, que era todo un 
referente, toda una institución dentro de la comunidad educativa. 


Así son los docentes básicos de las escuelas agrarias. Creo que hay que comenzar a equiparar porque, si no se 
hace, más adelante tendremos otro problema: el momento de la jubilación. Las jubilaciones de quienes han 
quedado comprendidos en la ley de transición son horribles por su bajo monto. Creo que para el Consejo de 
Educación Técnico Profesional este es un tema muy importante y conocido. Además, son patrimonio y 
capital de la institución muy importantes. 


Como tenemos la sensación de que el Gobierno tiene buena disposición para asignar dinero, sería la 
oportunidad de equiparar a estos ex compañeros. Me agrada mucho poder defenderlos, más allá de que esto 
lo hemos conversado infinidad de veces durante los 16 años que estuvimos en la institución. Desde este otro 
lado me gustaría mucho que pudiéramos considerar esta injusticia, a la que un día habrá que ponerle un 
punto. Tal vez sea este el momento más adecuado debido a las mejores condiciones por las que transita el 
país, con un Gobierno que ha apostado mucho a la educación asignándole un presupuesto importante. 
Valoramos y nos encanta que el presupuesto para la educación sea tan bueno. 


Creo que habría que aprovechar esta oportunidad para ser más justos y equitativos y equiparar a estos vecinos 
que son técnicos, profesionales y que han dejado muchos años de sus vidas en las escuelas agrarias. En la 
UTU hay un sentimiento muy peculiar; el sector agrario tiene sentido de pertenencia que no es fácil encontrar 
en otros sistemas educativos, y creo que esto tiene que ver con que todo el mundo termina prácticamente 
viviendo en y con la escuela junto a sus familias. Este es un perfil de docente muy especial y creo que es el 
momento en que se puede reconocerlos. 


SEÑOR SABINI.- Agradezco la visita de la delegación. 


Conozco la escuela de alternancia de Montes, cómo trabajan, cómo atienden a los chicos y sé cuál es el 
proyecto pedagógico. Los felicito por el trabajo que realizan porque es muy importante. Ojalá podamos 
generalizar esos proyectos y la forma de trabajar pues iríamos por un camino correcto. 


Con respecto a las demandas, quisiera saber si han tenido contacto con las autoridades del Consejo de 
Educación Técnico Profesional porque parte de estas demandas son salariales. Pregunto esto porque en el 
proyecto de Presupuesto que estamos estudiado hay un aumento de 22,8% en la masa salarial. Parte de ese 
aumento será en forma genérica para todos los docentes y parte estará destinado a mejorar las inequidades 
salariales, que existen en todo el sistema educativo: los maestros con los profesores del primer ciclo y estos 
con los docentes del segundo ciclo. Aquí hay una inequidad más que, por supuesto, tiene raíces muy 
profundas. 


A su vez quiero contarles que la exposición realizada por el profesor Seoane en su visita a la Comisión de 
Presupuestos integrada con la de Hacienda nos planteó que en un mediano plazo porque tiene un costo muy 
alto transitaremos hacia un modelo en el que los docentes no seamos, como fuimos hasta ahora, profesores 
que toman cinco horas en un lugar y seis en otro. Esta forma de trabajar perjudica mucho a la integración del 
docente al centro de estudios. Cualquiera que haya trabajado 20 horas en un centro educativo sabe que la 
integración con los estudiantes, los profesores y el barrio es mucho mayor. 


Este es un proceso que insumirá 20 años porque si lo hiciéramos de un plumazo sería demasiado costoso y no 
podríamos encararlo. Esta propuesta es denominada "Docente Cargo", es decir, que un profesor pueda tomar 
las 20 en un centro educativo y si bien puede dar 10 o 12 horas de docencia directa, con el tiempo restante 
pueda dar clases de apoyo o realizar actividades con la comunidad. 


Este es un modelo hacia el que vamos y me parece importante señalarlo porque es una condición "sine qua 
non" para mejorar la enseñanza. 


Una parte del aumento presupuestal que tendrá la masa salarial destinada a la enseñanza deberá dirigirse a 
superar las inequidades. Reitero que quisiera saber si ustedes han tenido algún contacto con las autoridades 
del Inciso porque serán quienes luego determinen la forma en que se lleven a cabo estas mejoras. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Personalmente valoro mucho la forma de la educación agraria en nuestro 
país, porque no solo se trata de ver qué hay que enseñar sino la forma de convivencia y de trabajo 
diario, que es muy especial. Esto también es muy importante, en primera instancia, porque proceden 
de lugares que no son inmediatos y deben ir generando la convivencia que, de alguna manera, refuerce 
el hábito de la vida de campo, que es fundamental. 


Muchas veces hablamos de la importancia del sector agropecuario para la economía del país, pero si no hay 
recursos humanos con amor a la tierra, difícilmente puedan realizarse muchas tareas. En tal sentido, la labor 
que desempeñan ustedes para nosotros es muy importante. 


Las inequidades que existen en el sistema tal como expresaba el señor Diputado Sabini son reales, pero hay 
que buscar la forma de superarlas y para ello se requiere dinero, lo cual constituye un serio problema. Creo 
que progresivamente hay que superar las inequidades. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


SEÑOR PATETTA.- Agradezco las intervenciones de los señores Diputados, en particular la del señor 
Diputado Caram. 


Nosotros firmamos por 40 horas, pero son ficticias no digo esto para que crean que seguimos pidiendo y 
pidiendo, porque siempre son más. Por ejemplo, cuando llega el fertilizante fuera de hora o bajan maquinaria 
fuera de hora, te tenés que quedar porque sos responsable de recibir esa entrega. Por eso en los papeles que 
entregamos figura un ítem en el que se establece la responsabilidad que tenemos con los capitales animados e 
inanimados de los establecimientos. 


Otro ejemplo: por determinada causa un animal con pedigree que acaba de ser expuesto en la Rural del 
Prado, revienta en una pradera. El docente a cargo debe llenar todo un bibliorato con informes especificando 
qué fue lo que sucedió. ¿Por qué? Porque es un capital importante que era vendible o que era utilizado como 
reproductor, y ahora se perdió. 


También ocurren accidentes: un pastor se quedó sin corriente, se funde una máquina o se pierde calidad de 
leche. En este caso CONAPROLE inmediatamente llama a Montevideo y desde allí se comunican a la 
escuela para saber qué sucedió. 


En el resumen también figuran las guardias. La presencia docente en las escuelas son los 365 días del año: 
hablamos del 25 de diciembre, 1” de enero, 1” de mayo, 2 de noviembre, todos los días. Siempre habrá un 
compañero. 


A nosotros, el extrahorario creo que acá estamos pisando la ilegalidad, no se nos compensa en ningún 
momento: en la producción, en los feriados, asuetos ni los fines de semana. Es decir que a la parte didáctica- 
pedagógica hay que sumar lo productivo, las responsabilidades de insumos, la presencia docente fuera de las 
horas firmadas. Hay un plus de cosas que hacemos y nos preguntamos dónde está todo esto. 


En el correo que enviamos a la Comisión figuran recibos de nuestros salarios: $ 12.000, $ 14.000, $ 16.000 
con toda esa carga de responsabilidades. 


Nos solidarizamos con nuestros compañeros maestros; hay chicos que a los 21 años ya están recibidos, toman 
dos escuelas, perciben $ 20.000 y llega la hora 17 y se van para sus casas; ellos pueden programar los fines 
de semana y nosotros lo hacemos en forma parcial. Sabemos cuáles son los días afectados a las guaridas, pero 
nunca sabemos si en algún momento debemos cubrir a un compañero porque no puede hacer su guardia. O 
sea que casi es una vida que tenemos dedicada y podemos planificar un fin de semana parcialmente, siempre 
y cuando un compañero no tenga un problema, porque es necesario que la escuela siempre quede cubierta 
con presencia docente, haya alumnos o no haya. Y esos días, la responsabilidad total es del docente, desde el 
primer alambre hasta el último animal. Mucha plata, mucho capital y no se ve reflejado. 


Respecto a la pregunta del señor Diputado, puedo decir que tuvimos contacto con las autoridades del 
CODICEN, con la Consejera Nora Castro y el Consejero Néstor Pereira, a quienes les hicimos llegar el 
mismo material que a ustedes. Días después, recibí un llamado del Consejero, que me dijo que no estaban 
considerando nuestra situación como un reclamo salarial, sino que estaba dentro del paquete de la equidad, 
porque acá hay cosas que no cierran. Evidentemente, cuando hay perfiles de cargos que vienen con el sello 
institucional no somos nosotros los que los creamos para decir qué hacer y que vienen acompañados de su 
remuneración, ellos, que son los que realizan estos números, no lo ven como un reclamo de aumento, sino 
que lo incorporaban dentro de lo que llaman inequidades. 


Luego, ellos concurrieron a la Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda el 16 de octubre y al 
día siguiente fuimos nosotros. El CODICEN manejó cifras globales y nosotros hablamos de números 
específicos, de sueldos, y al terminar la sesión, algunos legisladores se arrimaron para expresarnos que 
habían quedado en evidencia muchas cosas de una situación que, a su entender, no podía esperar. 


Fuera de la sesión, hablando en confianza, les explicamos que hay números que se pueden manejar en 
términos de plazos, de quinquenio, pero lo nuestro se viene arrastrando hace muchos años. Entiendo la 
propuesta del CODICEN en cuanto a que los docentes localicen el máximo de horas en un solo centro, ya que 
eso los va a llevar a tener sentido de pertenencia. Podemos ser excelentes docentes, pero si no sentimos la 
institución, de nada sirve. Por eso va a implicar tiempo porque, más que el salario, es el mecanismo que hay 
que llevar adelante. Y un Diputado nos dijo: "Entendemos que hay cosas que requieren premura y que no 
podemos hablar de quinquenio cuando están percibiendo la mitad de un salario”. 


Igualmente, aún no hemos llegado al Consejo. Se nos fueron abriendo algunas puertas y fuimos entrando, por 
lo cual, no pudimos acceder a quienes hubiésemos querido primero. Si ahora se abre la del Director General, 
iremos a contactarnos con él con el petitorio en mano. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión se pondrá el contacto con el Director General del Consejo de 
Educación Técnico Profesional, profesor Wilson Netto, a efectos de concertar una entrevista con 
ustedes. Más allá de que ellos conozcan la situación, creemos que es importante que puedan tener un 
diálogo mano a mano. 


SEÑOR VIVIAN.- Cuando uno se retira le da paso a técnicos jóvenes, pero eso es difícil porque si yo lo 
hiciera hoy pasaría a cobrar aproximadamente $ 10.000. Tengo una cantidad de aspectos cubiertos, 
como alimentación, etcétera, que es donde redondeo el sueldo, pero si me jubilo, eso me lo sacan. 
Entonces, se complica. 


Yo soy un acérrimo defensor de la alternancia. En el régimen de alternancia se trabaja con el niño del campo 
y con su familia. Llevo veinte años trabajando en esta modalidad y conozco a todas las familias, una por una. 
Nosotros las visitamos dos veces por año. Sabemos qué hacen, cómo viven, por qué el niño no rinde, si es de 
padres separados. Llevamos toda una estadística desde que empieza la escuela. Tenemos el apoyo de los 
productores. La tasa de deserción que no es deserción total porque van a otros centros educativos es la más 
baja: no alcanza al 8%. Tenemos gente que viene de Rocha. Si fuera por interesados, tendríamos 500 o 600 
alumnos, pero no tenemos espacio para tanta gente. Este es un trabajo de todos los días. La gente, la familia 
del campo, deposita toda su confianza en la escuela: entregan a sus hijos para que uno los eduque en todo. 
Ellos están 24 horas por día con nosotros durante una semana. Después vuelven a sus predios para hacer las 
prácticas. Creo que es bueno que la alternancia se pueda aplicar en todo el espectro de la enseñanza. Por 
ejemplo, no concibo un ingeniero agrónomo que estudia seis o siete años en la Universidad y tiene un año de 
práctica. Tendría que estudiar 30 días y salir 15 o 20 días a un predio a hacer la práctica; y después le va a 
decir a un técnico lo que tiene que hacer. Nosotros partimos de la práctica, desde el hacer. Tal vez este 
sistema no sea muy conocido acá pero empezó en el año 1972. 


SEÑOR SABINL.- Solicito que la versión taquigráfica de esta sesión se envíe al Consejo de Educación 
Técnico Profesional. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Muchas gracias por haber concurrido. 


(Se retira de Sala la delegación de docentes básicos agrarios de UTU) 
(Ingresa a Sala el Director Nacional de Educación) 


——— Damos la bienvenida al Director Nacional de Educación, del Ministerio de Educación y Cultura, 
maestro Luis Garibaldi, con quien queríamos dialogar sobre un proyecto que presentó el Diputado Garino 
Gruss con relación al Instituto Universitario de Punta del Este. 


Quiero expresar a la Comisión que la idea era convocar también al Ministro de Educación y Cultura, pero 
como la invitación era con día y hora, él nos manifestó seguramente el maestro Garibaldi va a expresarse 
mejor al respecto, si no nos falla la memoria, que esta convocatoria le coincidía con una reunión que ya tenía 
agendada con el Congreso Nacional de Intendentes, pero que de cualquier manera quedaba a total disposición 
de este Cuerpo para tratar tanto este como otros temas. 


Entonces, a los efectos de tratar este tema que nos ha convocado, cedemos la palabra al maestro Garibaldi. 


SEÑOR GARIBALDI.- Lo primero que quiero hacer es excusar la ausencia del señor Ministro. 
Efectivamente, él tenía otra actividad pautada hace bastante tiempo, que no pudo modificar. De 
cualquier manera, está a las órdenes por si fuera necesaria su participación directa. Consideró que mis 
opiniones podían ser igualmente importantes para la Comisión, por lo que me pidió que participara. 


Antes de hacer consideraciones sobre el proyecto, quiero trasladarles dos informaciones formales, que creo 
que ya deben conocer, pero me parece que corresponde que la Comisión tenga información sobre este tema 
porque lo hemos seguido con todos ustedes. La primera es que en el mes de agosto, a partir de un escrito que 
presentaron estudiantes que habían culminado sus estudios y habían recibido los títulos de la sede de Rivera y 
del consiguiente informe de Asesoría Letrada del Ministerio de Educación y Cultura, el Ministerio resolvió 
registrar los títulos, ya no solo de los que tenía en su poder de egresados de la sede de Rivera sino también de 
los de Durazno y Treinta y Tres. El proceso de registro se hizo normalmente. Hay algunas dificultades 
formales en dos títulos que tenían mal escrito el nombre y se pidió a los interesados que presentaran alguna 
documentación avalada por escribano, no tanto por el Ministerio sino por las consecuencias futuras que podía 
tener para el registro del título, etcétera. Pero todos los otros títulos han sido registrados. 


Lo segundo es que la semana pasada se comenzó el proceso de entrega de documentación relativa a las 
escolaridades de todos los estudiantes del IUPE. Ustedes recordarán que en la resolución presidencial que 
establece la revocación de la autorización para funcionar como instituto universitario al establecimiento de 
Punta del Este, se estableció la obligatoriedad de presentar una documentación al Ministerio. La institución 
no presentó la documentación tal como estaba previsto sino una copia de toda su bedelía, es decir, las actas 
de exámenes y las escolaridades que ellos tenían, pero no certificadas ni con copia ni listados, etcétera. El 
Ministerio asumió esa responsabilidad, teniendo en cuenta que la institución no estaba funcionando. Tuvimos 
varios contactos con algunos de sus responsables, quienes nos dijeron que estaban cerrando la institución y 
que no tenían la posibilidad de hacer ningún otro procesamiento. Además, ante las dudas que nos podía 
merecer el hecho de solicitarles algo que después no iban a hacer o que podían hacer de manera 
inconveniente, el Ministerio asumió la responsabilidad de procesar el material. Se contrató a un par de 
escribanas con las que se hizo el listado y toda la escolaridad, ya en el día de ayer firmé los primeros 
certificados. Se está haciendo a través de internet, es decir, de correo electrónico; ellos bajan el formulario, 
hacen la solicitud a partir de la cual estamos entregando la escolaridad. No tengo las últimas cifras, pero son 
algo más de trescientas solicitudes de escolaridad que empezamos a entregar. 


Esto quiero decirlo porque implicó un costo económico, en tiempo y en recursos, pero el Ministerio está 
cumpliendo con la entrega de escolaridades a partir de las solicitudes que van llegando de los interesados. 


Estas dos informaciones son importantes porque algunos de los aspectos por lo menos de lo que entendí del 
proyecto podían estar directamente vinculados a esto. 


Entrando directamente en el proyecto, quiero decir que obviamente está en la potestad del legislador y del 
Poder Legislativo el aprobar leyes de este tipo u otras; no corresponde al Poder Ejecutivo comentar su 
necesidad o conveniencia. Lo que vamos a hacer es comentar lo que a nosotros nos parece porque creo que 
para eso nos convocaron. 


El primer artículo establece la intervención del Instituto Universitario de Punta del Este. A este respecto, 
quiero hacer algunos comentarios. El primero es que la ley que establece las sanciones, el Decreto-Ley_N? 
15.089, dispone esta potestad al Poder Ejecutivo, particularmente al Ministerio de Educación y Cultura. Está 
claro que desde el punto de las potestades del Poder Legislativo, se puede encomendar al Poder Ejecutivo 
hacer esa intervención, pero me refiero a que el Ministerio tiene esa potestad sin que otra ley lo establezca. 
En varias instancias que hemos tenido, hemos expresado que esa fue una opción que manejamos en su 
momento. Quiero expresar a la Comisión que las razones por las cuales se desechó esta posibilidad tenían 
que ver con la efectividad que podía tener esto. Podíamos hacer una intervención administrativa; difícilmente 
una académica. 


En todo caso, no se podría intervenir el instituto sino la asociación civil, que existe. De todas maneras, 
tenemos la convicción de que estaríamos interviniendo un conjunto vacío; lo expreso de manera matemática, 
a pesar de que no soy matemático. ¿Por qué razón? Porque la asociación civil, en su artículo 2” tiene como 
único objeto la enseñanza y a partir de la revocación, en febrero de este año, esta asociación dejó de 
funcionar. No soy un especialista en temas jurídicos pero, por consultas que hemos hecho, nos parece que 


más que intervenir sería revivir una institución de la que no formamos parte. Además, la intervención general 
está planteada con la finalidad de restituir a la institución, en el más breve plazo, a su cauce normal de 
actividad o, si ello no fuera posible, proceder a su disolución y liquidación una vez cancelada la personería 
jurídica; creo que estoy citando textualmente la normativa. En este caso, obviamente, no se trata de restituir a 
su cauce normal de actividad porque el Poder Ejecutivo ya decidió revocar su autorización para funcionar. 
Para proceder a su disolución y liquidación, sería la única razón por la cual se podría considerar una 
intervención aunque no vemos razones para ello y esto tiene que ver con el artículo 2”, que establece que la 
intervención estará a cargo de una comisión especial y que tendrá como cometido conformar tribunales para 
rendir los exámenes de las materias del último y penúltimo año académico 


Antes de entrar en el fondo, quiero decir que parece extraño y podría ser eventualmente provocado por 
principio de igualdad el señalar que se va a tomar exámenes solamente para las materias de los últimos dos 
años. Se podría preguntar por qué no se toman materias de todos los años. También resulta difícil pensar que 
las intervenciones que están pensadas por seis meses o a lo sumo un año puedan tomar exámenes de dos 
años. Esto quiere decir que pasada la intervención podrían quedar estudiantes sin que se les haya tomado esos 
exámenes, lo que obligaría a continuar con una intervención que más bien sería asumir una responsabilidad 
que correspondería al Instituto. Por lo tanto, la intervención debería seguir por un tiempo mayor al que 
establece esta iniciativa de un año y además ya no sería con el objeto de la disolución. Tampoco sería para 
encauzarla porque, como dijimos, eso no es posible, ni tampoco para su disolución; sería para un efecto 
diferente al que establece la normativa en cuanto a la intervención. Está claro que la ley nos puede 
encomendar cosas diferentes a las que ya existen. 


También quiero señalar que entre los aspectos que se manejaron previo a la revocación, estuvo esta 
posibilidad. Sin embargo, hay un problema bastante importante: el Ministerio de Educación y Cultura no 
tiene funciones de ejercicio de la enseñanza, y muchos menos, de la terciaria. La Constitución y la ley 
establecen que a nivel público esta tarea es responsabilidad de la Universidad de la República, ya que es el 
órgano que conduce la educación superior en este país. 


Además, esto implicaría conformar tribunales y establecer actas y calificaciones. Como el Instituto no existe, 
no podría firmarlo. Por lo tanto, tendría que firmarlo el Ministerio. 


Por otra parte, también se daría otro fenómeno que es que los exámenes que supuestamente tomaría el 
Ministerio y las actas que firmarían los integrantes del Ministerio, igualmente deberían tener un proceso de 
reválida de otras instituciones, porque el Ministerio no puede otorgar títulos. 


La situación sería diferente si la institución existiera y pudieran emitirse títulos. En este momento, tiene 
revocada la habilitación para funcionar. En consecuencia, la institución no podría emitir un título. Entonces, 
¿quién lo emitiría? ¿El Ministerio? Si lo hiciera, ¿qué valor tendría y qué cambios implicaría desde el punto 
de vista normativo que el Ministerio de Educación y Cultura expidiera títulos universitarios? 


Nosotros pensamos mucho sobre este tema, y optamos por otro camino; inclusive, hicimos consultas con 
especialistas y con personas vinculadas a las instituciones privadas. 


Está claro que nosotros no podemos otorgar título. Eso lo va a hacer una institución universitaria, porque es a 
la que académica e institucionalmente el Estado confirió esa responsabilidad. La Universidad de la República 
tiene esa facultad porque se la otorgó, primero, la Constitución y, luego, la ley. En cuanto a las instituciones 
privadas, la ley y los decretos establecen mecanismos con respecto a la autorización para funcionar. La 
institución asume a estos estudiantes y procesa los mecanismos de reválida. De todos modos, estos exámenes 
deberían volver a ser estudiados y revalidados por las instituciones universitarias. Entonces, ¿para qué montar 
nosotros tribunales examinadores y sobrepasar nuestras funciones legales y constituciones, si existen 
instituciones que lo pueden hacer? 


Ustedes me podrán decir que la diferencia con las instituciones privadas es que el Ministerio lo hace en forma 
gratuita. En realidad, las instituciones privadas hacen todos los proceso de reválida, inclusive los de estudio, 
en forma gratuita; sí cobran los cursos que realicen luego de las reválidas. Por su parte, la Universidad de la 
República, para el caso de la sede de Maldonado, también lo hace en forma gratuita, y pueden continuar sus 
estudios. En el caso de las otras sedes todavía tenemos esta preocupación; no hemos culminado todas las 
gestiones; hemos hablado con el Decano de la Facultad de Ciencias Económicas, quien tenía el interés en 
habilitar mecanismos para que esto sea posible, pero está analizando los aspectos normativos, la Universidad 


tiene una ordenanza que señala que solo se puede validar carreras reconocidas de instituciones autorizadas. 
Aquí tenemos la situación particular de las sedes que no fueron autorizadas, que podría generar alguna 
dificultad. 


De todas maneras, me parece que buscar los mecanismos para que la Universidad de la República también 
pueda revalidar los estudios cursados en sedes no autorizadas es un camino más directo que otorgar esta 
función al Ministerio. Insisto en que los exámenes que podría asumir a partir de esta iniciativa, también 
deberán ser revalidados oportunamente por instituciones universitarias; además, el Ministerio no puede 
otorgar un título 


El Instituto Universitario de Punta del Este ya no existe; su autorización fue revocada. Por lo tanto, no se 
podrían reconocer títulos posteriores al 18 de febrero. ¿Quién emitiría ese título? Lo deberían emitir las 
instituciones universitarias a las que el país ha otorgado esa potestad, es decir, las universidades privadas e 
institutos universitarios autorizados y la Universidad de la República. 


Por lo tanto, con total honestidad, entendiendo el objeto del proyecto y en sintonía con la intención de buscar 
soluciones a los estudiantes sobre lo cual estuvimos trabajando y seguimos trabajando a diario, decimos que 
no vemos que esto esté ajustado a las posibilidades, a las condiciones. Es más: el hecho de que el Ministerio 
tomara exámenes ara carreras universitarias generaría un precedente complejo. 


El artículo 3" establece condiciones para el tribunal examinador. No voy a hacer ningún comentario, porque 
se vincula con el artículo 2”. 


Por otra parte, si entiendo correctamente, el artículo 4” se corresponde con la información que di al principio. 
Establece: "La Dirección de Educación del Ministerio de Educación y Cultura registrará en el Registro 
correspondiente los títulos de los alumnos que hubieran culminado los estudios de Doctor en Derecho, 
Escribano Público y Contador Público con fecha anterior al dieciocho de febrero de dos mil diez". 


Los títulos de las personas que culminaron antes del 18 de febrero de 2010, son los que nosotros hemos 
registrado. 


Puede darse la situación de algún estudiante creo que son pocos casos; hace dos días recibimos uno que haya 
culminado todos los cursos, y que el Instituto no le haya expedido el título. En ese caso, el Decreto de agosto 
establece que las instituciones universitarias privadas podrán revalidar por encima de los dos tercios, a fin de 
atender una situación peculiar. Esto se hizo en el entendido de que quienes hacen el proceso de reválida, en 
función de las razonables equivalencias y de las competencias que le ha dado el Estado para ello, deberían ser 
las instituciones privadas. 


Reitero que fueron registrados todos los títulos que se presentaron. Si hubiera algún estudiante que tuviera un 
título expedido previo al 18 de febrero de 2010 que no fue registrado, lo puede presentar y se registrará 
cumpliendo con la normativa, luego de comprobar que efectivamente cumple con todos los requisitos: 
culminación de educación secundaria y de todos los estudios, que las reválidas correspondan a los máximos 
establecidos, etcétera. En ese caso, no habría inconvenientes; de hecho, es lo que estamos haciendo. 


En el artículo 5” se establece: "Los títulos inscriptos en el Ministerio de Educación y Cultura al amparo de la 
presente norma tendrán los efectos dispuestos por el Decreto-Ley_N* 15.661, de 29 de octubre de 1984". Esto 
es lo que sucede actualmente. Todos los títulos de las instituciones universitarias autorizadas para funcionar y 
con sus carreras reconocidas, tienen el mismo efecto que los emitidos por la Universidad de la República. 
Entonces, como ya registramos esos títulos, tienen el mismo valor que el de los egresados de cualquier 
universidad, incluida la Universidad de la República. 


Hemos estudiado el proyecto y nos parece que avanza en situaciones que son bastante complejas y que son 
difíciles de sostener desde el punto de vista jurídico y educativo con respecto a las funciones que tiene y 
debería tener el Ministerio de Educación y Cultura. En este sentido, nos parece que hay otros caminos, que ya 
hemos recorrido. Me refiero a tener un amplio sistema de reválidas y a registrar los títulos previos al 18 de 
febrero de los egresados de cualquier sede. 


A nuestro entender, hay dos situaciones que escapan al Ministerio y que hay atender exclusivamente: el 
reconocimiento de estudios de sedes no autorizadas en la Universidad de la República y la existencia de 


propuestas educativas en estos lugares, lo que constituye un problema. Me refiero a que haya propuestas de 
derecho, escribanía, contador público en instituciones públicas o privadas en Maldonado, Rivera, Melo, 
Durazno y Treinta y Tres. Esta es una situación compleja. Sabemos que hay algunas propuestas en este 
sentido. Sabemos, de manera extraoficial, que hay una propuesta muy adelantada de derecho, para 
Maldonado. También sabemos, pero de forma oficial, que hay otra muy adelantada y bien encaminada para 
contador público, en Maldonado. Asimismo, hay una presentación oficial, pero todavía no bien encaminada, 
de derecho, para Rivera. 


Difícilmente se puedan establecer soluciones rápidas para esta situación sin el concurso de las instituciones 
universitarias públicas y privadas que tengan la disposición de participar en estos emprendimientos. 


Estoy a las órdenes si me quieren hacer alguna consulta. Traté de expresar lo más fielmente mi opinión, luego 
de consultar a profesionales y técnicos del Ministerio. 


SEÑOR GARINO GRUSS.- Agradecemos la presencia del Director de Educación, maestro Garibaldi. 


El objetivo de estos proyectos y de estas iniciativas es buscar una solución al problema que están viviendo 
muchos ex alumnos del Instituto, que han quedado en una situación especial que, en algunos casos, es crítica. 


Vamos a abordar el proyecto de ley que nos convoca. Quisiera saber cuál es la situación exacta de las 
reválidas hoy en día, sobre todo, en la Universidad de la República. Sabemos que algunas universidades 
privadas han tomado parte de las reválidas de lo estudiado. El problema es que las cuotas que se pagaban en 
el Instituto clausurado son muy diferentes a las que se pagan en las universidades privadas en Montevideo. 
Entonces, una solución porque acá venimos con un espíritu positivo a la situación crítica y caótica que están 
pasando un montón de ex alumnos, una ventanita que se podría abrir para aquellos que pudieran venir a 
Montevideo, serían las reválidas en la UDELAR. Usted dio a entender que todavía se estaba trabajando en las 
reválidas. Además, algunas sedes están autorizadas y, otras, no. Hoy en día, la sede que está autorizada es la 
de Maldonado. Los ex alumnos del TUPE en Maldonado, ¿están obteniendo sus reválidas en la UDELAR 
tanto en la de Facultad de Derecho como en la de Economía? 


SEÑOR GARIBALDI.- La situación es la siguiente. Los estudiantes de la sede de Maldonado tienen 
todas las posibilidades de realizar los procesos de reválida según las condiciones establecidas por la 
Universidad. ¿A qué me refiero con esto? A que la Universidad tiene una ordenanza de reválidas que 
como ustedes saben es abstracta y general, no particular para esta situación, que establece tres 
condiciones: primero, estar inscriptos; segundo, se revalida el 50% del total no solo de materias sino 
también de cargas horarias, etcétera y, tercero, en el caso de que haya títulos intermedios, se toma 
como universo el cien por ciento. 


Asimismo, la Universidad de la República y todas las demás Universidades consideran los procesos de 
reválida individualmente, es decir que cada estudiante lo presenta por su cuenta. 


En tercer lugar, tienen que llevar la documentación completa, que incluye certificación y programas. 


En las gestiones que hicimos con la Universidad de la República y con las Universidades privadas acordamos 
dos cosas que modifican esta situación, que no es de ordenanza sino de práctica administrativa. Una de ellas 
es que el estudio de los programas no sea individual, sino que haya un estudio general, al que se está 
procediendo. Por ejemplo, según tengo entendido, todavía no han culminado los estudios de reválida y hay 
estudiantes que dicen que sus solicitudes todavía están archivadas en determinada sección. Pero eso no ocurre 
porque no estén siendo estudiadas sino porque lo que la Comisión Ejecutiva Delegada resolvió solicitar a los 
servicios fue que hicieran estudios globales. Por lo tanto, cada instituto hace los estudios de los programas y 
de las materias correspondientes e informa para que después se haga el proceso de reválida general. Una vez 
que estén todos los informes de los institutos, las reválidas saldrán todas rápidamente. 


Quiere decir que se está estudiando de forma general, dentro de los marcos que establece esta normativa. Sé 
que en el caso de ciencias económicas el proceso ha sido mucho más rápido, ya que no utilizaron este criterio 
porque eran menos casos. 


No tengo aquí cifras actualizadas, pero hasta hace un tiempo había unos 80 estudiantes que estaban inscriptos 
en derecho y alrededor de 10 en ciencias económicas planteando las solicitudes de reválida. 


También se autorizó que no se estudiaran presentando la documentación general. Fue a solicitud del 
Ministerio, y todas las Universidades incluida la Universidad de la República estudian los programas que 
envió el Ministerio. El problema era que la institución que estaba en situación de liquidación no estaba en 
condiciones de hacer mil copias de los programas. Más allá de las diferencias, nosotros lo entendimos y les 
pedimos que nos enviaran una copia de cada programa, que nosotros cotejaríamos que fuera lo mismo que 
estaba autorizado en el Ministerio, lo sellaríamos, haríamos las copias y las enviarías a las instituciones. De 
esta manera, las instituciones recibieron las escolaridades simples, o sea las escolaridades sin programa. 
Todas las instituciones incluida la Universidad de la República están estudiando la escolaridad simple, con el 
programa que mandó el Ministerio. 


Hasta ahora no hemos recibido ninguna queja o reclamo vinculado con que no se estén teniendo en cuenta las 
escolaridades simples. Sí hay un problema que, como dije al principio, estamos resolviendo vinculado con el 
hecho de que muchas escolaridades simples presentadas por los estudiantes no estaban certificadas por la 
institución, eran fotocopias o, inclusive, la documentación era parcial. Por ende, pedimos que tomaran en 
cuenta toda la documentación que presentaron los estudiantes y les dijimos que enviaríamos una certificación 
formal, sin programa. Tanto la Universidad de la República como las Universidades privadas accedieron. Por 
eso es importante este proceso de entrega de los certificados con el que estamos empezando, porque los 
estudiantes van a poder ir a las instituciones y presentar una certificación formal, firmada por el Ministerio, a 
los efectos de realizar el proceso de reválida. 


Queda pendiente lo que plantea el señor Diputado, que es en lo que dije que seguimos trabajando. La 
Universidad de la República está procediendo a realizar todo este trámite para la sede de Maldonado, pero las 
de Melo, Rivera, Durazno y Treinta y Tres tienen la dificultad de no estar autorizadas. 


SEÑOR GARINO GRUSS.- O sea que están procediendo a las reválidas de la sede de Maldonado. 
¿Son los 80 y 10 estudiantes a que se refirió antes? 


SEÑOR GARIBALDI.- Exacto. 


Estamos haciendo gestiones para que también puedan ser estudiadas las reválidas de las otras sedes, porque 
es un camino que todavía no está cerrado. Yo sé que los tiempos corren, pero quiero decirles que antes de 
emitir los decretos y la propuesta de solución presidencial de febrero hicimos las consultas correspondientes 
y se concluyó en que el Ministerio y el Poder Ejecutivo no pueden emitir un decreto que tenga fuerza para la 
Universidad de la República por su carácter de ente autónomo. Es un tema constitucional sobre el cual sé que 
puede haber más de una biblioteca, pero tuvimos que tomar la más restrictiva por las limitaciones del caso. 


Repito que estamos haciendo gestiones. Inclusive, sé que hubo legisladores e Intendentes con respecto a este 
tema, y no cerramos la puerta para modificar algún aspecto. Para ser más preciso diré que no estamos 
cerrando la puerta para que la Universidad de la República pueda analizar las reválidas de estudios cursados 
en sedes no autorizadas. Eso no quiere decir que las reválidas sean automáticas. No lo son en ninguna 
institución, ya que se estudian en función de sus respectivos programas, teniendo en cuenta los contenidos, 
las cargas horarias, los docentes y los sistemas de evaluación. De ese modo se establecen las razonables 
equivalencias. De acuerdo con contactos que he tenido, la Facultad de Ciencias Económicas y de 
Administración de la Universidad de la República está muy dispuesta a buscar caminos para que esto sea así. 
Sé que la Facultad de Derecho está buscando otros caminos, que son más complejos. Esta es la situación. 


Nosotros entendemos y compartimos la idea de buscar soluciones. Quiero decirles con un poco de inmodestia 
que el Ministerio de Educación y Cultura ha sido el que ha estado buscando soluciones en todo momento. No 
serán todas las que puedan encontrarse ni serán suficientes, pero en muchas circunstancias nos hemos visto 
vinculados con esto y hemos dado muestras de tomar resoluciones concretas, que representan soluciones para 
los estudiantes, en el entendido de que, efectivamente, son los damnificados en esta situación. No se nos 
escapa que hay situaciones realmente complejas, injustas y dramáticas. Insisto en que no solo hemos 
avanzado en todos los procesos de reválida sino que también hemos realizado los estudios de las 
escolaridades y el registro de los títulos, además de emitir el decreto inicial y los decretos complementarios y 
de hacer gestiones ante la Universidad de la República y ante las instituciones universitarias privadas. Si 


recibimos quejas de que determinada institución privada no recibe cierta documentación, el Ministerio hace 
la gestión correspondiente. Hemos destinado recursos humanos y económicos a estas tareas. Quiero 
consignarlo porque creo que corresponde, no solo por el Ministro y por mí, sino también por los funcionarios, 
que han dedicado tiempo a una responsabilidad que hemos tomado porque creemos que es justa. Corresponde 
que en el seno de esta Comisión yo haga este reconocimiento. 


SEÑOR GARINO GRUSS.- El Director dice: "se está resolviendo", "estamos trabajando", "estamos 
haciendo solicitudes", etcétera, y ello no nos deja claro el panorama de los tiempos y de cómo se ha 
manejado el asunto. 


Voy a referirme a las reválidas, sobre todo a las procesadas a través de la Universidad de la República. El 
Instituto Universitario de Punta del Este cerró en febrero de 2010 y ya estamos en octubre; pasaron 8 meses. 
No lo digo por desánimo, pero ya se ha perdido un año académico. Creo que esas 80 y 10 reválidas a las que 
hacía mención el Director no son suficientes. 


Me gustaría saber si previamente al cierre se habían hecho estas gestiones ante la Universidad de la 
República por el tema de las reválidas o si se realizaron después. 


SEÑOR GARIBALDI.- Quiero aclarar que yo no digo "estamos haciendo" de forma genérica. 
Nosotros hemos emitido resoluciones y decretos; hemos registrado los títulos y hemos procesado 
escolaridades y ya las estamos entregando. Todo eso es concreto, material y comprobable. Las 
instituciones están recibiendo las escolaridades simples y todas las Universidades privadas están 
haciendo los procesos de reválida, con los mecanismos que cada una definió. También se acordaron los 
mecanismos para presentar las escolaridades futuras. La Universidad de la República está haciendo los 
estudios de reválidas según lo acordado. Eso está registrado; hay resoluciones. 


Decimos que seguimos haciendo gestiones para que la Universidad de la República pueda estudiar las 
reválidas de las carreras no autorizadas. 


Los contactos con la Universidad de la República para los procesos de reválida fueron posteriores a la 
resolución de revocación, como también lo fueron al dictamen del Consejo Consultivo. A partir del dictamen 
de revocación del Consejo Consultivo de diciembre de 2009 iniciamos contactos a los efectos de ver cuál era 
la situación de las distintas instituciones. Es más: tuvimos contactos con instituciones privadas que 
planteaban abrir carreras en algunos de estos lugares antes de la revocación. Obviamente, en el caso de la 
Universidad de la República y de las Universidades privadas las gestiones formales se realizaron después de 
la revocación, porque si hubiéramos hecho gestiones formales antes de la solicitud hubiésemos sido acusados 
de prejuzgamiento. Lo que hicimos fueron contactos informales a partir del dictamen del Consejo Consultivo, 
que todavía no estaba firme, porque estaba procesándose el plazo en que la institución tenía derecho a 
réplica, según lo establecido en el Decreto N” 308. Formalmente, las gestiones se realizaron después. 


SEÑOR GARINO GRUSS.- Tal vez podamos cargar un poco las tintas en el proyecto. 


He seguido el tema y he participado con entusiasmo en la búsqueda de una solución siempre por la positiva 
en las reuniones que mantuvimos en el Ministerio con legisladores de los departamentos afectados, con ex 
estudiantes y representantes de las Intendencias. Pero la solución no aparecía claramente. Inclusive, las 
reuniones resultaban difíciles, aunque siempre se buscaba una solución para una situación complicada. 


Yo fui convencido de que surgirían más respuestas del Ministerio a partir de esas reuniones. El 5 de mayo de 
2010, en la comparecencia del señor Ministro Ehrlich y de autoridades de esa Cartera a la Comisión, se 
sugirió una solución legislativa. Después de esa instancia, en algún trascendido de prensa se manejó una 
solución que involucraba becas, pero no sé sí esto es así. 


Siempre se buscó que el Estado fuera sensible ante una situación no deseada ni provocada por la 
Administración. Por eso empezamos a pensar en un proyecto de ley que, de alguna manera, pudiera paliar 
parte del daño hecho. Hoy se decía que este proyecto era de mi autoría, pero hay varios legisladores que lo 
firman; por eso hablo de "nosotros". Lo que hicimos fue buscar una solución que estuviera inspirada en 
elementos reales y concretos. 


Cuando el Director comenzó a analizar el articulado del proyecto de ley hizo referencia a que se trataba de un 
conjunto vacío y dijo que la revocatoria había dejado sin objeto a la asociación civil. Adviértase que el propio 
decreto revocatorio de la asociación civil Instituto Universitario de Punta del Este le encomienda deberes 
administrativos puntuales a cumplir en un plazo de 60 días. Pero se encomienda esto a algo que, según el 
Director manifiesta, dejó de existir. 


Por otro lado, veíamos un respaldo legal por así decirlo en la Ley_N* 15.089, cuyo artículo 1* establece: "El 
Ministerio de Educación y Cultura ejercerá la policía administrativa de las asociaciones civiles y 
fundaciones, y en consecuencia, controlará su creación, su funcionamiento y su disolución y liquidación". 
Más adelante, en el artículo 3” se hace referencia a la intervención como una medida administrativa. Me 
parece que este es un antecedente legal tal vez válido para este proyecto. Lo que advertimos es que el decreto 
del Ministerio que establece la revocación del Instituto le impone obligaciones, es decir que sigue existiendo 
algo. Entonces, de alguna manera, no es un conjunto vacío. 


El maestro Garibaldi ha señalado las dificultades que se presentan desde el punto de vista académico no ya 
solo administrativo o técnico jurídico en las asociaciones civiles con personería jurídica. Nosotros 
consideramos que, aprovechando que hay Universidades que dictan carreras similares a las que dictaba el 
TUPE, se podría llevar adelante por convenio la instalación de mesas examinadoras para, en cierta forma, 
aprovechar a los profesores que hay y tener en cuenta esa modalidad que se da en la realidad en la 
Universidad de la República, que es poder dar exámenes en calidad de libres. La Universidad de la República 
hoy funciona así. Yo no estoy muy de acuerdo en eso lo debo admitir, pero funciona así: uno no va a clases, 
no le conoce la cara al profesor, se hace de los materiales, los estudia y luego se presenta al examen en forma 
libre. Eso funciona en al práctica y era lo que nosotros buscábamos con este proyecto. 


SEÑOR GARIBALDI.- Me pidieron opinión creo que para eso me invitaron sobre este proyecto. Muy 
respetuosamente, y entendiendo los fines que busca la iniciativa con los cuales concuerdo, di mi punto 
de vista. Sé que en la técnica legislativa uno presenta un proyecto y después puede terminar 
aprobándose una iniciativa que no es exactamente igual, porque se negocia, se discute, se modifica o 
por lo que fuere. Ahora, no asumí la invitación para discutir la posibilidad de modificación del 
proyecto, sino de opinar sobre él. No tengo mucho más que decir de lo que ya expresé. 


Creo que, además, no me corresponde entrar en una discusión que tienen que hacer los legisladores y tomar 
posiciones al respecto. Digo esto porque no quiero entrar en una discusión, ya que la responsabilidad de 
legislar no es del Poder Ejecutivo y menos de un funcionario como el Director Nacional de Educación. 


SEÑOR SABINI.- Quiero dejar sentada mi posición con respecto al proyecto. 


Apenas fue presentado, di mi parecer en cuanto a su inaplicabilidad porque, como bien decía el señor 
Director Nacional de Educación, en realidad el Ministerio de Educación y Cultura prácticamente debería 
construir un organigrama institucional para poder desarrollar lo que plantea el proyecto, porque el Instituto 
no existe más. Esto implicaría una serie de contrataciones, llamados, conformación de mesas que, desde mi 
punto de vista, operativamente llevaría un tiempo mucho mayor del que está insumiendo el proceso actual. 
No atribuyo mala intención; por el contrario, creo que el proyecto tiene fines muy buenos, pero también creo 
que, de alguna forma, desconoce el quehacer educativo, que no pasa simplemente por sentar a tres personas y 
tomar un examen, sino que va mucho más allá de eso, máxime teniendo en cuenta que estamos hablando de 
instituciones que no estaban autorizadas. Y acá, como muchas veces lo hemos conversado en esta Comisión, 
nosotros tenemos que poner por encima el derecho la enseñanza de calidad. Muchas veces los estudiantes 
estaban siendo objeto de una enseñanza que no era de calidad, porque esas instituciones no estaban 
habilitadas para impartir enseñanza terciaria. Entonces, creo que, precisamente, velar por esa enseñanza de 
calidad tiene que ser el norte y la guía para que podamos resolver esta situación. Considero que las 
instituciones que están habilitadas son las que, finalmente, tienen que validar esos conocimientos que tengan 
o no los estudiantes que fueron específicamente y, sobre todo, a esos centros que no estaban habilitados, que 
me parece la situación más compleja de todas para resolver porque, de alguna forma, hay una situación 
anormal y ese es, quizás, el punto clave de todo esto. Al menos, en el Instituto de Maldonado había una 
habilitación para funcionar y eso se puede trabajar de otra forma, pero los institutos que no estaban 
habilitados hacen que la situación sea más compleja. Por supuesto que nadie quiere que los estudiantes que 
concurrieron a clase pierdan el tiempo y el dinero que invirtieron, pero me parece que también tenemos que 


ser conscientes de que luego serán profesionales que ejercerán una carrera, y que lo hagan bien o mal muchas 
veces dependerá de la formación que recibieron. Creo que ese es el problema central. 


Pienso que tal vez podamos hacer modificaciones al proyecto, siempre y cuando las autoridades del 
Ministerio lo entiendan adecuado, pero me parece que en este caso la actuación del Ministerio de Educación 
y Cultura ha sido la correcta, llevando adelante una situación delicada, sobre todo para todos los estudiantes 
del interior. 


Creo que tanto de parte de las autoridades del Ministerio de Educación y Cultura como de la Universidad de 
la República hay buena disposición para resolver la situación pero, repito, llevar adelante un proceso como el 
que plantea este proyecto sería ponerse en una construcción prácticamente de ingeniería, nueva, y empezar 
desde cero. Eso llevaría mucho más tiempo que el camino que hoy está planteando el Ministerio de 
Educación y Cultura. 


SEÑORA MONTANER.- Quiero saludar al señor Director Nacional de Educación, con quien hemos 
tenido muchísimos encuentros. 


Sé de la buena voluntad que estamos poniendo todos, tanto el Ministerio de Educación y Cultura como el 
Poder Ejecutivo, los legisladores y las Comisiones de jóvenes que están viniendo acá. Sé que todos estamos 
en el camino de buscar una solución, porque no se trata de buscar como dijimos siempre quién estuvo bien o 
quién estuvo mal; no queremos tomar partido en eso cuando sabemos que hay mil doscientos jóvenes que no 
tienen dónde estudiar. Esto nos tiene que hacer reflexionar y entender la falta de descentralización educativa 
terciaria de la Universidad de la República, que no está presente en el interior de la manera en que se busca 
que lo esté. 


Para mí hoy es importante dejar constancia en esta Comisión de Educación y Cultura de algo que nos tiene 
que llevar a reflexionar: que estamos en un debe en la descentralización educativa. Si no fuera así, estos mil 
doscientos jóvenes que encontraron en estas sedes un lugar de estudio, de las que ellos no estaban informados 
de si estaban o no habilitadas, o de si habían cumplido con los requisitos que se les pedía no estarían en esta 
situación. Estos jóvenes no son jóvenes estudiantes sino trabajadores estudiantes. Esta gente de Melo, de 
Treinta y Tres, de Tacuarembó porque los de Paso de los Toros van a Durazno primero tuvo que trabajar, y 
cuando se les presenta esta instancia educativa de centros universitarios formativos cerca de donde están 
viviendo, decidió ir. La mayoría de ellos están sacando dinero de su sueldo para ir a estudiar, a formarse, 
porque han entendido que la educación es la forma de superarse, de tener movilidad social y de poder darse a 
sí mismos y a sus hijos otra expectativa. 


En primer lugar, quería dejar sentada esta constancia porque, más allá de que estemos en el sistema político y 
de que estén los sistemas educativos, creo que todo tiene que apuntar al sentido común de lo que es la 
realidad y las situaciones que atraviesa la sociedad. 


A mí me hizo pensar algo: que la educación lamento decirlo no es igualitaria ni democrática para todos, 
porque los que tienen dificultades y no pueden desplazarse hasta aquí no tienen el mismo acceso y las 
mismas posibilidades que quienes están en otro lugar geográfico. Esto me duele mucho, porque mis hijos 
pudieron estudiar en la Universidad de la República, de la cual soy defensora a ultranza. Me duele que los 
hijos de los que no pueden mandarlos hasta acá no puedan estudiar. Entonces, ¿qué pasa? Que hay un debe 
con la sociedad en cuanto a la descentralización de la Universidad de la República porque, si no, esto no 
estaría pasando. 


En segundo término, hoy siento que quedó con los brazos caídos el 75% del universo de esos mil doscientos 
jóvenes que apostó de esta manera y que se equivocó pero no voluntariamente, sino porque lo que había era 
esto y no tuvieron opción para poder estudiar en otro lugar frente a lo que pasó con el Decreto revocativo el 
Poder Ejecutivo habrá tenido razón; yo no voy a cuestionarlo que llevó al cierre de las sedes no autorizadas. 
Hoy esos jóvenes no encuentran solución y sienten la frustración que les produce la pérdida de los recursos 
que destinaron para ir a estudiar allí. 


Sé que ustedes están haciendo todo el esfuerzo, pero esta es la realidad que se está sintiendo, porque a veces 
nosotros convivimos más con la problemática y se la podemos trasladar a las autoridades. 


El señor Diputado Sabini dice que es fundamental la calidad y no podemos armar un tribunal. Tal vez no, 
pero lo que pasó acá fue que entre la autonomía de la Universidad de la República sobre la que no podemos 
hacer nada, porque realmente es así, el Ministerio de Educación y Cultura que tiene sus normativas legales, y 
es así y el hecho de que no se pueden dar becas porque implican erogaciones económicas, y es así, los 
jóvenes están embretados en una cantidad de decretos, de normas, de reglamentos que no están apuntando a 
solucionar los problemas de una población de estudiantes del interior muy vulnerables, que necesitan una 
salida. 


Estuve estudiando mucho el Presupuesto, en la medida de mi alcance interpretativo, porque ¡si habrá temas 
que debemos estudiar a fondo con especialistas!, pero realmente he visto que hay disponibilidad de recursos 
para cosas que a veces no las veo tan importantes como el tema educativo al que, si bien se está apostando en 
este presupuesto, yo creo que a situaciones diferentes hay que darle soluciones distintas. ¿Costaría tanto 
becar a estos jóvenes? Me pregunto esto porque se choca contra la autonomía de la Universidad de la 
República, que aceptamos son ellos los que chocan, porque yo ya tengo a mis hijos recibidos, pero sé de la 
importancia que tuvo que eso sucediera, por lo que quiero que todos puedan tener esa posibilidad; se choca 
contra las normativas legales y con las limitaciones del Ministerio de Educación y Cultura, que aceptamos, y 
se choca con que no hay presupuesto y no se los puede becar. Entonces, todo el sistema está atrapado y sin 
salida para dar respuesta a un universo de jóvenes del interior que con esta situación están demostrando que 
hay una ausencia de descentralización educativa terciaria. Entonces, cuando se me pide que les explique por 
qué se dice que la enseñanza es para todos y que es gratuita y democrática, los principios batllistas, de 
igualdad y democracia, los principios socialistas se me caen al suelo todos, porque no les puedo decir que 
porque nacieron en determinado lugar geográfico no tienen las mismas posibilidades que los que nacieron en 
otro; porque como nacieron en familias vulnerables de contexto económico no favorable no se pueden 
trasladar y, por lo tanto, ahí terminó su vida. Esta es una preocupación que va más allá de las normativas, de 
las revocaciones, de las asociaciones civiles, de las leyes, de todo lo que pongamos en la cabeza de toda la 
ciudadanía para explicarles por qué tenemos que estar reglados. Esa reglamentación no asimila al sistema a 
gente en condiciones diferentes, en un tema tan sensible como es la educación pública, que conlleva a la 
superación del ser humano. 


Me pregunto si alguien puede sentir lo mismo que un estudiante en Melo, Rivera, Durazno, Paso de los 
Toros, Treinta y Tres, que gastó mucha plata y tiempo algunos debieron trasladarse por movilidad territorial 
para hacer tres años pero quedaron por el camino. Hoy no encontramos una salida para darles. 


Creo que todos nosotros, el sistema, estamos fracasando al no dar una respuesta. Tal vez este proyecto del 
señor Diputado Garino Gruss, que apoyamos, requiera de muchas modificaciones y por eso estamos abiertos 
a todos: a los compañeros de la Comisión, al Poder Ejecutivo, al Ministerio de Educación y Cultura. Tal vez 
de esto no quede nada excepto la intención de continuar debatiendo el tema, pero no como una bandera, sino 
para buscar las soluciones. 


Queremos que haya credibilidad en que la educación en este país es para todos. 


SEÑOR DE LEÓN.- Me parece muy importante la preocupación del señor Diputado Garino Gruss por 
el conjunto de estudiantes que están en esta situación y creo que ese es uno de los enfoques clave. El 
otro es lo manifestado por nuestro compañero Sabini respecto a que toda la educación, inclusive la 
terciaria, debe ser de calidad. 


La exposición realizada por el maestro Garibaldi ha sido excelente, tanto desde el punto de vista formal como 
metodológico y práctico. Tal vez debamos buscar que no se pierda otro año académico. 


Quiero aclarar que el problema de la descentralización, que es un esfuerzo de la Universidad y de este 
Gobierno, porque en el proyecto de presupuesto ha asignado rubros como nunca se ha hecho, es una 
preocupación de todos nosotros. Todos los partidos estamos contestes en esto, y si en el pasado eso no 
ocurrió, lo primero a tener en cuenta es que nunca puede haber descentralización sin asignación de recursos. 


La descentralización no es un proceso unilateral y centralista, pues sería algo contradictorio. Es importante 
que en el interior del país se generen núcleos que fomenten el desarrollo local y, dentro de este concepto, la 
educación vinculada a la generación de nuevos conocimientos, que es de lo que carecen las universidades 
privadas. 


Acá se da la pecularidad de que la oferta de las carreras que la mayoría de estas universidades ofrecen está 
vinculada a producciones que no están en relación con la sociedad moderna; inclusive, hay sectores de la 
educación en las que hay sobrepoblación de graduados, por ejemplo, en abogacía, ciencias económicas y 
notariado. 


Creo que lo importante dentro de la política de descentralización es la vinculación a las cadenas productivas 
del país, y entiendo que la universidad privada esto no lo ha desarrollado. He conversado con el señor 
Ministro de Educación y Cultura respecto a fomentar institutos tecnológicos terciarios. Si no asignamos 
recursos para la educación, estaríamos hablando sin contenidos. Este Gobierno también tiene prioridades con 
la seguridad pública, y está obligado a destinar recursos a este rubro cuando podría haberlo hecho para la 
educación. Sabemos que la seguridad pública que hoy tenemos es porque hace 20 o 30 años no se destinó 
mucho dinero a la educación. La mejor seguridad es la educación; en un pueblo educado hay altos niveles de 
seguridad. 


Cualquier país desarrollado debe tener entre el 75% y 80% de su población con educación terciaria, y el 
problema es que nosotros tenemos cuellos de botellas no solo en educación secundaria, debido a la pobreza y 
al estado en que quedó este país. 


Este es un tema complejo. 


En cuanto a los estándares que exige la Universidad de la República a veces es un poco lento el proceso 
sirven para garantizar calidad y seriedad al momento de otorgar un título 


Reitero que me parece muy responsable la posición del Ministerio de Educación y Cultura. Creo que habría 
que acelerar los procesos para evitar la pérdida de otro año académico. A su vez, la posición de esa Secretaría 
no solo está orientada a rendir los exámenes sino a lograr que se desarrolle una carrera con cierto nivel 
académico, que es algo fundamental. 


Por lo tanto, este es un problema de tiempos en el que todos podemos coincidir a efectos de acelerar los 
procesos. Creo que las disposiciones legales y formales existentes son suficientes para resolver este asunto. 


SEÑOR BRADFORD.- El profesor Garibaldi vino a dar su parecer como un insumo de trabajo. 


Obviamente, la intención es buscar una solución pero no puede existir esto lo comparto una que no se adapte 
a las normas jurídicas que tenemos en el país. Esto no implica desmerecer el trabajo presentado, porque 
siempre se generan disparadores que mejoran el producto. Hay que ver si lo que se proyecta se adapta a la 
normativa, porque la ley es la ley soy escribano y positivista, hay que cumplirla y quien no quiera hacerlo 
debe cambiarla. Mientras tanto, debemos utilizar las normas de juego que tenemos. Esta es la base del 
sistema jurídico. 


Digo esto porque en la facultad, con diferentes docentes, nos aburríamos de ver normas aprobadas por el 
Parlamento con escaso celo profesional. Esto dio lugar a varios tomos de bibliotecas. Un mejor debate mejora 
el producto. 


Estoy dispuesto a aportar. Sin tomar partido respecto a si la educación está descentralizada o no, quiero 
mencionar un dato de la realidad. Yo estudié en la Regional Norte, sede Salto, en 1984 el país vivía la 
transición democrática y provengo de una familia humilde; durante 34 años mi padre vendió una bebida sin 
alcohol, y pudimos. No digo esto como respuesta a la señora Diputada; es simplemente un comentario. A 
veces se llega y a veces no; muchos hemos estudiado con los tributos de todos los uruguayos. 


También entiendo lo expresado por el señor Diputado cuando hablaba de las garantías. Yo tengo un dicho que 
dice: "Primero bien y después rápido". Entiendo lo rápido cuando uno se recibe. Por diferentes razones 
durante un año y medio no pude obtener el título habilitante, y hasta que no estuvieron todas las garantías no 
me lo dieron, entre otras cosas, porque no me podían otorgar la fe pública. ¡Nada más ni nada menos! 


El compromiso es tratar de ayudar, pero siempre sobre la base de las normas legales para que el producto sea 
bueno; a veces a los legisladores nos tildan de que aprobamos leyes que no se adaptan a la realidad; 


seguramente ninguno de quienes estamos aquí presentes fuimos autores de algunas de las leyes con ciertos 
detalles que estudiaba en facultad. 


Entiendo la desesperación y la frustración que debe tener mucha gente, pero debemos trabajar dentro del 
marco jurídico. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con respecto al sistema educativo, ya sea privado o público, estamos ante 
una situación patológica y, por lo tanto, hay que buscar de la mejor manera posible la terapéutica 
correspondiente. Si no fuera así, estaríamos generando otros problemas en el tejido social, educativo, 
que no son deseados y pueden ser peores. 


Ante una situación de este tipo es difícil salir indemne. En tal sentido, hay que tener en cuenta el interés de 
los educandos: por un lado, la expectativa de recibirse luego de realizar el proceso correspondiente y, por 
otro, la formación para un buen ejercicio de la profesión. Esto es fundamental porque si no nos estaríamos 
engañando y haciendo trampas. 


También hay que considerar el interés de la sociedad en su conjunto porque quienes están habilitados para 
ejercer su profesión deben hacerlo con los niveles necesarios de calidad. El señor Diputado Bradford 
mencionaba lo relativo al escribano, pero las otras profesiones también deben tener las condiciones y 
formación técnica correspondiente para ejercerla. Pero, al mismo tiempo, existen las dificultades de carácter 
legal y constitucional. 


La señora Diputada Montaner mencionaba que era muy difícil para un estudiante cuando ve que hay 
limitaciones y obstáculos de todo tipo, pero debemos cumplir con las normas, sobre todo las constitucionales, 
porque si no lo hacemos estaríamos desconociendo el estado de derecho, que es la base de la democracia. 


Por eso a veces las soluciones se prolongan un poco más de lo debido, que no significa apurar y apretar el 
paso. A mi modo de ver, el Ministerio de Educación y Cultura está apurando y apretando el paso. 


Quiero valorar lo constructivo de la presentación de este proyecto de ley porque obedece a nuestra intención 
de procurar la mejor solución. | Lo que opino desde el punto de vista personal es que si el Ministerio viese 
que en el proceso que está llevando a cabo hay que realizar algunas modificaciones a las leyes existentes, nos 
lo comunique en la medida en que eso vaya surgiendo, si es que hay que recurrir a estos instrumentos. La 
Comisión de Educación y Cultura estará disponible para prestar su concurso. 


SEÑOR GARIBALDI.- Este tipo de discusiones provocan reflexiones y otras temáticas porque, sin 
duda, los temas vinculados a la educación, a la educación terciaria y a la universitaria, en particular, 
por suerte forman parte del debate público nacional y generan. Estos fenómenos, a veces, también nos 
sirven para darnos cuenta de algunas realidades dolorosas, como la desigualdad, la inequidad. Por lo 
menos en mi trayectoria vinculada a la educación las situaciones de desigualdad, inequidad e injusticia 
educativa me han motivado a estar donde estoy. Sin embargo, creo que hay objetivos y metas 
vinculados a las acciones que se están desarrollando para llevar la educación terciaria a todo el país. 
Creo que es una deuda grande y que hay un reconocimiento público de esto; en el Presupuesto se 
reconoce y se disponen recursos específicos con este fin. Hay acciones que viene realizando la 
Universidad de la República con instalación de centros y particularmente con docentes con alta 
dedicación horaria en el interior del país, que es lo más difícil de obtener y lo más costoso. Creemos 
que hay que apoyar e insistir en este camino. 


También creo que este tipo de fenómenos nos permiten darnos cuenta de la necesidad de ser custodios de la 
calidad de la educación, en particular en este caso, de la educación privada. En estos momentos, quienes 
trabajan en la educación privada de verdad, la que es efectivamente educación, y quienes trabajan en la 
educación pública estuvieron unidos en tomar una decisión y en apoyar el trabajo que estamos haciendo para 
que los estudiantes, que fueron los damnificados, encuentren caminos de calidad. Por eso no es sencillo ni ha 
sido fácil, pero todas las Universidades privadas y los institutos universitarios que ofrecen carreras de 
abogacía, notariado y contador público se han mostrado colaboradoras y en ningún momento cuestionaron la 
decisión del Poder Ejecutivo porque la compartían o porque creyeron que había razones fundadas y están 
contribuyendo a encontrar estas soluciones que estamos planteando. 


Nosotros quedamos abiertos a iniciativas del tipo que fueren y si hay resoluciones legales, el Poder Ejecutivo 
está para cumplir las leyes, así que las cumpliremos. Creemos que estamos yendo por los caminos que 
podemos ir en una situación complicada. No se resuelve fácilmente en situaciones extraordinarias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Muchas gracias. 
(Se retira de Sala el Director de Educación, maestro Luis Garibaldi) 


SEÑOR GARINO GRUSS.- Después de que hablé, los legisladores volcaron opiniones y me gustaría 
aportar algo para aclarar algunas de las inquietudes que manifestaron. 


Yo traté de ser bastante cuidadoso en la elaboración del proyecto, junto con los técnicos y otros legisladores 
que han colaborado, para no vulnerar ninguna normativa, ya sea de rango legal o constitucional. Me preocupa 
mucho la calidad de las leyes, que tienen que ser entendibles, aplicables, que no entren en contradicción con 
otras prácticas. Sé lo que eso implica, porque después aparecen normas que ocasionan más daños que 
soluciones; más teniendo en cuenta que nuestro sistema jurídico no tiene un control constitucional a priori, lo 
que provoca que exista el mecanismo de consulta a la Corte en cuanto a la inconstitucionalidad de algunas 
normas, con todo lo que ello implica, ya que como su conclusión tiene efecto particular, se da que una norma 
puede ser vigente para algunos, mientras que para otros no tiene efecto. 


Estoy de acuerdo en que el proyecto de ley que estamos tratando tiene que ver con una situación excepcional, 
pero ha habido otras. Voy a leer el numeral 5.3, Títulos correspondientes a sedes no autorizadas Expediente 
2009/3492, del Dictamen 294 del Ministerio de Educación y Cultura. Dice así: "Diciembre/2007. Dr. José 
Luis Mendizábal en representación del IUPE solicita, en virtud de que el AES detectó presentación de títulos 
de estudiantes de sedes no autorizadas para su registro que 'por única vez y sin que siente precedente' la 
Dirección de Educación 'acepta inscribir los títulos de los alumnos que acceden a la calidad de Doctor en 
Derecho y que han cursado sus estudios en la Sede de Treinta y Tres"". ¿Qué sucedió con eso? Hubo personas 
que culminaron sus estudios, con todas las materias y exámenes, pero estaban en una sede no autorizada que, 
en este caso, era la de Treinta y Tres. Por única vez se dio un dictamen reconociendo esos títulos. Cuando 
fuimos a las reuniones en la órbita del Ministerio de Educación y Cultura, concurrió gente de Rivera que 
estaba en esta misma circunstancia, gente recibida que había dado todas las materias y exámenes, para la que 
se pedía un trato similar al de los de Treinta y Tres, y el propio maestro Garibaldi, dijo que no, que eso había 
sido excepcional. Hoy en día, a través de la Asesoría Letrada del Ministerio de Educación y Cultura, se dijo 
que dicho accionar no estaría vulnerando ninguna normativa vigente. 


Entonces, todo lo que fuimos recopilando lo hemos tratado de armonizar con prácticas de la UDELAR y con 
la Ley_N? 15.089. Es más: también hablamos de antecedentes por los cuales se dispuso una intervención 
mediante una ley, como es el caso de la Ley_N* 13.971, de junio de 1971. Que como medida se disponga una 
intervención por medio de una ley, que es lo que está sucediendo, es muy excepcional, pero es algo que ha 
sucedido y más de una vez. 


Cuando hablamos de lo complejo que era para el Ministerio construir un organigrama, el señor Diputado 
Sabini se refirió al IUPE y ponía en cuestión su calidad académica. 


SEÑOR SABINI.- Yo no me referí a la calidad, sino a que esos institutos no estaban autorizados. 


SEÑOR GARINO GRUSS.- Hoy día hay gente recibida en el TUPE con el título tanto de abogado, 
como de escribano público y contador, y me consta que no han tenido dificultades de rendimiento 
académico con respecto a los estudiantes que se han trasladado a las otras sedes. Inclusive hay gente 
que ha tenido la capacidad para trasladarse a Montevideo y volver a empezar aquí. 


Luego, el Ministerio ha procedido a regular las reválidas, que significa que se reconozca lo que se estudió, 
con lo cual también se está avalando la posibilidad de que eso sea reconocido por otras instituciones 
universitarias. Inclusive, modificó el decreto de las reválidas para reconocer hasta más de dos tercios, que era 
el límite que ponía el ordenamiento jurídico, sin poner un límite. O sea que se puede reconocer hasta un 
ciento por ciento. Las Universidades no acceden a esto porque no es lógico que una persona tenga el título de 
una Universidad y haya dado solo un examen allí. [Es hasta un tema de lógica y de querer poner bajo el ala a 


los estudiantes dentro de su propia universidad. No puede ser que haya un título colgado y que el 97% de lo 
estudiado haya tenido lugar en otro centro universitario. Esto pasa hasta por un tema de desprestigio de la 
propia Universidad, que es la revalidante. O sea que es muy difícil que eso suceda y si estuviera en el lugar 
de la Universidad, no lo haría nunca revalidaría el 95% o el 97%, pero normativamente, por la propia 
disposición del Ministerio, se podría hacer. 


Eso es lo que quería aclarar con respecto a algunas cuestiones que habían consultado los legisladores. 


SEÑOR CARAM.- Hasta el momento no hicimos uso de la palabra, no por una cuestión de desidia, 
desinterés o por no tener posición. Evidentemente, lo que nos motiva, nos mueve y nos preocupa de este 
tema son los alumnos, particularmente aquellos que quedan en esa instancia y recogemos el espíritu del 
proyecto, que es muy sano. Creo que ese es el espíritu colectivo de los legisladores y de las instituciones 
que tienen que ver con la educación terciaria y el del propio Ministerio. Podemos tener diferencias y 
pueden ser profundas o muy superficiales o podemos coincidir plenamente, pero lo que sí hay es ese 
espíritu colectivo de tratar de dar una mano a los estudiantes. En ese orden pueden contar con nosotros 
como partido, y en lo personal estamos absolutamente abocados a buscar una solución. De hecho 
nuestro partido ha tenido varios legisladores trabajando junto a otros de otros partidos en el tema y 
junto a las autoridades del Instituto, de las otras universidades privadas así como de la Universidad de 
la República y del Ministerio. 


Nosotros no pretendemos hacer ni un solo planteo político de lo que es esta situación. Creo que acá cada cual 
tiene su posición. Nosotros tenemos la nuestra. Yo personalmente no estoy de acuerdo con el proyecto. Creo 
que no es conveniente legislar en esa materia, más allá de que podamos coincidir en el espíritu de que, a 
veces, una cuestión puntual solo se resuelve por vía de la ley que tiene ese espíritu universal para resolver el 
problema. Coincidimos con eso, pero no con intervenciones y cosas que no me gustan. Lo digo, más allá de 
lo que pueda pensar con el asesoramiento de los técnicos en la materia jurídica, pero también tengo que decir 
que en mi partido hay muchos legisladores que están totalmente de acuerdo con esta iniciativa y piensan que 
esta es la solución para el tema. Yo estaría adelantando que voy a a votar el proyecto, si es que se vota en 
Comisión, para habilitar la participación de los compañeros de mi partido que tienen esa posición que no es 
la mía. Repito: en lo personal no estoy de acuerdo con el proyecto, pero así voy a proceder por una cuestión 
de cortesía parlamentaria, más allá de que entiendo que hay otros caminos que pueden resolver el tema y no 
la vía de la ley, lo que, reitero, en lo personal, no me parece conveniente. Creo inconveniente que una ley 
determine intervenciones y cosas por el estilo. Además me hace acordar a algún tipo de intervenciones. 
Espero que no lo tome a mal el estimado amigo Garino Gruss; no me gusta esa vía por la ley, más allá de que 
las circunstancias sean muy especiales. Tengo que ser honesto: voy a dar el voto al proyecto porque hay 
compañeros de mi partido que así me lo han pedido. En el Partido Nacional no hay una posición única, hay 
compañeros que están a favor del proyecto y otros que no lo comparten. Tengo que ser honesto en todo orden 
y sentido, yo lo acompañaría en la Comisión, por supuesto, y si podemos aportar algo, lo haremos. De 
momento, no tenemos mucho que aportar, más allá de lo que tenemos que decir en cuanto a esta cuestión de 
la interpretación política del proyecto y señalar que hay gente que está dispuesta a acompañarlo, que tiene sus 
razones y motivos, que respetamos profundamente, pero que simplemente no compartimos. De cualquier 
manera lo vamos a votar para habilitar la discusión en el plenario. 


Era lo que quería decir. 


SEÑOR GARINO GRUSS.- En definitiva, aquí cada uno representa a todo un partido y a veces nos 
encontramos en esa situación difícil que plantea el Diputado Caram. Me consta lo que dice porque 
algunos legisladores me han manifestado, de forma verbal o telefónica, su apoyo al proyecto. 


Quiero decir algo que no sé si quedó claro. Han pasado muchos meses de todo esto. Ya se cerró el año desde 
el punto de vista académico y hemos asistido a un montón de instancias. Yo salí electo Diputado con 
veintisiete años y tal vez por mi edad conozco mucha gente universitaria que estaba con problemas en el 
TUPE que nos decían: "Nos van a cerrar y si bien corren plazos para que el IUPE haga sus descargos, la 
Ministra Simón dijo que lo va a cerrar”. Yo le alcancé un documento al Presidente del momento, doctor 
Tabaré Vázquez, a la Ministra Simón y al Consejo de Ministros, explicando los motivos por los que no se 
debería decretar el cierre, con argumentos jurídicos y otros vinculados a los hechos. Apuntaba al efecto 
dominó que esto podía tener porque la gente no iba a poder solucionar su problema. Se habla de mil 


doscientos a mil trescientos ex alumnos y, por lo que me he ido enterando por el Director Nacional de 
Educación, solo se han solucionado ochenta por un lado y diez, por otro, en la UDELAR. Hay gente que no 
ha podido tener esa instancia. 


En su momento se manejó hasta la posibilidad de una interpelación a las autoridades del Ministerio por este 
accionar, pero se buscó la vía por la positiva, porque era un Gobierno que recién empezaba. Entonces, se 
pensó en buscar una mesa en la que participaran todos los actores, reuniéndonos en el ámbito del Ministerio 
de Educación y Cultura. Allí nos hemos encontrado con el Diputado Arregui en alguna oportunidad. Yo fui a 
todas esas reuniones y puedo decir que las soluciones que veíamos desde el punto de vista de flexibilizar el 
decreto de las reválidas a muchos no les solucionaba nada. Desde ahí se nos dijo: "Aquí hay legisladores; 
busquen las instancias legislativas". Hay que tener honestidad con el Presupuesto que se está tratando y decir 
que allí se ve, por ejemplo, la creación de escuelas de tiempo completo, con toda la inversión económica que 
eso conlleva. O sea que veo algunas buenas iniciativas desde el punto de vista educativo, pero no las veo en 
cuanto a los rubros para esta solución puntual. Entonces, quedó abierta la vía de la solución legislativa y a ese 
ámbito venimos. 


Hemos tratado de recoger cuestiones que suceden en la práctica, mirando antecedentes o si hay normativa al 
respecto. No queríamos hacer un proyecto que fuese un saludo a la bandera, que fuese inaplicable o que 
trajera más problemas que soluciones. Queríamos buscar un ámbito a través del cual canalizar esto. 


Y quiero que quede bien claro: el proyecto de ley que venimos a presentar es modificable desde el primero al 
último artículo. Soy muy abierto a buscar algún tipo de modificación al respecto y a trabajar con el resto de 
los compañeros. No tengo ningún tipo de prejuicio al respecto. Inclusive, se anunciaba que este era el 
proyecto de Garino Gruss y yo aclaré que era de varios legisladores que lo acompañan; inclusive algunos me 
han hecho sugerencias en el proceso de elaboración y puede haber otros proyectos que puedan colaborar en 
esto. También hay un proyecto del Diputado Amarilla que trataba de solucionar algo respecto a esta 
problemática. Todo es bienvenido. Reitero que este proyecto es modificable y estoy abierto a cualquier tipo 
de solución, pero habiendo pasado ocho meses desde la revocación, las soluciones desde el ámbito 
parlamentario, ministerial o del Poder Ejecutivo no han venido, si bien ha habido un tenue intento y se han 
generado ámbitos muy participativos y democráticos por haber convocado a un montón de actores. 


SEÑOR SABINI.- Yo adelanté mi posición contraria al proyecto, pero quería anotar una carencia. El 
proyecto no prevé rubros para el establecimiento de los tribunales. Los tribunales examinadores tienen 
un costo por docente. Creo que debería plantearse de dónde saldrían los fondos para eso. He notado 
eso desde el primer momento como la principal carencia. 


No se trata de estar en contra por estar en contra sino de tener los argumentos para eso. Me parece que 
conformar los tribunales no es una cuestión menor porque hay que buscar personas idóneas. Eso implica 
llamados, tiempos y, por último, rubros porque no podemos pedir a los docentes que tomen en forma 
honoraria los exámenes. 


A su vez, como lo anotaba el maestro Garibaldi, con qué argumentos decimos, por ejemplo, a los que 
cursaron hasta segundo año que no pueden dar examen porque esos tribunales serán para los de tercer y 
cuarto año. 


Entonces, creo que se dio una situación que nadie quería que se diera, que es el cierre del instituto con todo lo 
que ello trae en perjuicio para los estudiantes y creo que la solución a este tema no viene por el lado 
legislativo sino que, con todos los tiempos que eso lleva, viene por el lado de las gestiones que está haciendo 
el Ministerio de Educación y Cultura. Soy bastante escéptico en cuanto a que esto lo pueda resolver un 
proyecto de ley. 


(Diálogos) 
——— Quería preguntar al Diputado Garino Gruss siento que no se respondió la pregunta por qué entiende que 


sigue existiendo el TUPE porque desde mi punto de vista no hay ningún dato de la realidad que diga que sí y, 
por lo tanto, no habría objeto a intervenir que es lo que figura en el artículo 1* del proyecto. 


SEÑOR GARINO GRUSS.- La misma interrogante me planteó el maestro Garibaldi y dejé sentado 
que la revocación tiene un efecto inmediato y el propio decreto que revoca impone determinadas 
obligaciones administrativas al Instituto Universitario de Punta del Este, a la asociación civil, para que 
suministre información que, de hecho, dio. Eso hace al objeto de la asociación civil. O sea que la 
asociación civil no quedaría vacía de objeto y se podría intervenir. Esa es mi posición hasta jurídica al 
respecto. Se la contesté hoy al maestro Garibaldi. 


Voy a referirme al tema económico. El maestro Garibaldi dijo que el Ministerio hizo un gran esfuerzo 
económico porque tuvo que contratar escribanos. A mi entender, siempre hay algún rubro para atender estas 
situaciones complejas, de crisis o por así decirlo no previstas. 


Por otra parte, no debe entenderse que rendir un examen en esta calidad, es gratis. Los ex alumnos pagaban 
una mensualidad por los servicios que le prestaba el IUPE. Entonces, deben poder abonar por un servicio de 
prestación de exámenes. De hecho, esto es lo que sucede en la práctica: se paga para poder rendir un examen. 
Inclusive, esto se podría incluir expresamente en la redacción del proyecto de ley. 


SEÑOR SABINI.- Quisiera saber si el tema del pago de los exámenes que es bastante delicado fue 
conversado con los ex estudiantes. 


SEÑOR GARINO GRUSS.- Sí. No se infiere que esta prestación o esta modalidad de exámenes, es 
gratis. 


A algunos estudiantes le quedaban tres o cuatro materias. El Instituto tenía un sistema de becas con las 
Intendencias, por la cual algunos usuarios pagaban $ 3.000 y, otros, bastante más: entre $ 7.000 y $ 8.000; 
ese era el abanico de cuotas que tenía. Además, el monto cambiaba según la materia y la cantidad de materias 
que se cursaba. 


Entonces, no habría ningún tipo de problemas en ese sentido ni en establecerlo expresamente en el proyecto. 
No es dramático que a una persona se le cobre $ 1.000 o $ 1.500 para rendir un examen. Además insisto, 
ellos ya habían demostrado capacidad económica para recibir educación terciaria. Por tanto, ese no es un gran 
impedimento. Inclusive, ya tengo preparado un texto para crear una tasa para este tema. Sin embargo, a mi 
entender, esto entraría en lo que es la intervención del Ministerio de Educación y Cultura. 


Por otra parte, con respecto a la inquietud de que se contemplan el último y el penúltimo año, digo que 
debíamos poner un límite. No es lo mismo volver a empezar para quien le quedaba cuatro, cinco o seis 
materias. En esto hay distintas problemáticas. Por ejemplo, hay gente a la que le quedaba una sola materia y 
tuvo que volver a dar las materias de primero, de segundo, etcétera, en Montevideo. ¡Vaya si esa es una 
situación bastante dispar e injusta en comparación con alguien que recién estaba cursando primero o segundo 
y puede revalidar en otra universidad! En esos casos, se puede reconocer hasta el cien por ciento de lo 
actuado, ya que va a cursar un montón de materias más en la universidad revalidante. Es decir que no va a 
tener el problema de que la universidad le diga que no le revalida el 97% de lo cursado. Las universidades 
son reacias y no aceptan esto, porque no pueden permitir que haya un título que diga "Universidad A”, 
cuando más del 90% de la carrera fue cursada en la "Universidad B". Las universidades no aceptan esto. Pero 
a las personas que hicieron solo primero y segundo sí se les podría reconocer todo lo actuado. 


No quiero que, de este intercambio con el Diputado, se genere un ping pong interminable. Tal vez no nos 
pongamos de acuerdo. Solo quiero trasladar mi opinión y mi postura al respecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor Diputado Garino Gruss nos consultó informalmente sobre nuestra 
opinión acerca del proyecto de ley. Le expresé que en lo personal no estaba de acuerdo, más allá de 
valorar la sana inquietud constructiva que lo impulsa. También le dije que estaba de acuerdo con que 
se tratara en la Comisión y se agotaran las vías correspondientes, porque es un derecho del legislador, 
que hemos impulsado desde esta Comisión. En este sentido, propusimos invitar al Ministerio de 
Educación y Cultura. Luego, si encontrábamos alguna razón de peso que no habíamos valorado, 
modificaríamos nuestra actitud. 


Hoy hemos tenido esta instancia con el Director de Educación del Ministerio. Mantenemos nuestra postura 
central sobre este proyecto de ley. Se trata reitero de un sano intento para tratar de solucionar esta 
problemática, pero ya hay todo un proceso en marcha que ha iniciado el Director de Educación del Ministerio 
de Educación y Cultura, con el aporte de Diputados de los distintos partidos en las reuniones que se han 
hecho. En lo personal, entiendo que se está trabajando de la mejor forma posible. Si fuera necesario hacer 
alguna modificación de rumbo, sería conveniente que se lo dijésemos al Ministerio, y si vemos que hay 
alguna otra medida que se puede llevar adelante, lo hacemos. Sin embargo, no sé si impulsar una medida de 
carácter legal es una solución o nos generaría más problemas. 


Creo que las razones que dio el maestro Garibaldi fueron muy contundentes. No soy abogado ni tengo 
formación jurídica en el tema pero, como todos, he ido aprendiendo con la experiencia parlamentaria y 
consolidando en algunos elementos básicos. En este sentido, entendemos que la Constitución de la República 
no faculta al Ministerio de Educación y Cultura para hacer lo que este proyecto plantea. Es más: la 
Constitución establece que en esta materia específica el Estado puede actuar en la enseñanza universitaria 
solo a través de la Universidad de la República. Puede gustarnos o no lo que establece la Constitución de la 
República, pero hay que tenerla en cuenta. Quizá pueda haber un ahondamiento en materia constitucional. 


Entonces, si entendemos que hay que crear algunos instrumentos legales, lo ideal sería mantener un diálogo 
permanente con el Ministerio de Educación y Cultura para ver qué se está precisando. Luego, esa propuesta 
podrá ser presentada por el señor Diputado Garino Gruss, por la bancada del Partido Colorado, por todos o 
por quien sea; no me importa la autoría 


Sé que la intención de quienes presentaron este proyecto de ley es muy constructiva, pero los Diputados del 
Frente Amplio que integramos esta Comisión hemos hecho las consultas del caso y no estamos dispuestos a 
votarlo porque entendemos que generaría más problemas que los que intentamos solucionar. 


SEÑOR GARINO GRUSS.- ¿Cuál es la normativa constitucional que este proyecto vulneraría? 


SEÑOR PRESIDENTE.- La enseñanza pública superior universitaria está encomendada a un ente 
autónomo, que es la Universidad de la República, no al Ministerio de Educación y Cultura. Esto podría 
ocasionar problemas de lesión de autonomías. 


SEÑOR GARINO GRUSS.- No estoy de acuerdo con esa interpretación. Sin embargo, estoy de 
acuerdo con seguir estudiando el tema. 


He participado incansablemente en distintas reuniones en el Ministerio; inclusive, pensé que las soluciones 
iban a surgir en ese ámbito y que nunca íbamos a llegar a la instancia legislativa. Lo cierto es que no 
quedamos conformes con los resultados de esa labor, a pesar de que, reitero, participamos de las reuniones. 
Como para nosotros no surgieron resultados que solucionen la situación que se da en la realidad, presentamos 
esta solución legislativa. 


SEÑOR DE LEÓN.- Reconozco la tarea que ha realizado el señor Diputado Garino Gruss. El resultado 
que él busca es resolver la situación de todos estos jóvenes. Me pongo en el lugar de ellos; sé que cada 
uno está viviendo un drama personal. Por eso, quiero resaltar la actitud del señor Diputado Garino 
Gruss. 


Considero que ya existen los caminos legales para resolver este problema. Lo que debemos hacer es trabajar 
lo más rápido posible, respetando la autonomía de la Universidad. 


De todos modos, esto pone nuevamente el tema en el tapete y va a ayudar a acelerar una solución para todos 
los casos. Se trata de una situación compleja, que nadie deseó. Desgraciadamente, a veces no se cumple con 
los estándares, y eso obliga al Estado a tomar decisiones. 


Aclaro que la decisión de no votar el proyecto no obedece a problemas políticos o ideológicos sino a 
problemas formales. Me parece que debemos buscar la solución por el lado de la gestión de los organismos 
que ya están involucrados. Lamento no poder acompañar esta iniciativa porque el señor Diputado es una 
persona que se preocupa y trabaja muy bien, pero considero que técnicamente es el camino más acertado. 


SEÑOR GARINO GRUSS.- Muchas gracias, señor Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto relativo al "Instituto 
Universitario de Punta del Este. Se dispone su intervención por parte del Ministerio de Educación y 
Cultura a efectos de habilitar la aprobación de los últimos años académicos de determinadas 
carreras". 


(Se vota) 
——- Tres en seis: NEGATIVA. 
(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


——— Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


